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RESUMEN 

La interpretación y argumentación judicial es un precedente en el pase de Exequátur permiten que 
sentencias extranjeras, que no cumplan los requisitos exigidos por la ley venezolana tengan una eficacia 
parcial. La Convención Interamericana Sobre Eficacia Extraterritorial de las Sentencias y Laudos 
Arbitrales Extranjeros permite que la eficacia parcial de las sentencias extranjeras sea concebida como 
Derecho Positivo, consagrado en los Artículos  4  de la referida Convención, 53 y 54 de la Ley de Derecho 
Internacional Privado (LDIP), siendo las normas que fundamentan la eficacia parcial de sentencias 
extranjeras en Venezuela. La presente investigación es desarrollada a través de diseño bibliográfico, 
investigación descriptiva y analítica, producto de la necesidad de resolver casos prácticos legales. Como 
conclusión se señala, que la eficacia parcial del Exequátur resulta de la atribución exclusiva de la 
jurisdicción al Estado venezolano, al tratarse de bienes inmuebles y derechos reales ubicados en la 
República Bolivariana de Venezuela.   
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ABSTRACT 

Judicial interpretation and argumentation have precedent in the pass of Exequátur allowed that foreign 
judgment, that doesn`t fulfilled the requirements demanded by the Venezuelan law had a partial efficacy. 
In fact, since the ratification of the (CIEESLAE) about the partial efficacy of the foreign judgment which 
receives consecration has positive right, as indicate the doctrine the articles 4, 53 and 54 of the said 
convention and the International Private Law, respectively, are the only precepts that give normative 
substrate to partial efficacy of foreign judgment in Venezuela. This investigation has been developed 
through a bibliographic design by means of a descriptive and analytical research, as conclusion it’s has been 
determined that the partial efficacy of the exequatur results to be an exclusive attribution of the jurisdiction 
to Venezuelan State, when it comes to goods and real rights that relapse over goods and property located in 
Republican Bolivarian of Venezuelan territory. 
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INTRODUCCIÓN 

El exequátur es el procedimiento judicial en virtud del cual, las sentencias 

extranjeras definitivamente firmes, en materia civil y mercantil, pueden producir 

el efecto de cosa juzgada o ser ejecutadas en un Estado distinto de aquél que las 

dictó. Mediante este procedimiento la sentencia extranjera se nacionaliza. No 

podrán ser objeto de exequátur las decisiones dictadas por organismos que no 

son órganos jurisdiccionales de alguna soberanía. 

A través del pase o exequátur la sentencia extranjera, se incorpora al 

derecho nacional y adquiere la garantía ejecutiva indispensable para que el 

órgano ejecutor la haga cumplir. Esta institución, es también definida como el 

procedimiento previó que requiere la sentencia extranjera dictada en materia de 

derecho privado para tener fuerza de cosa juzgada en Venezuela.  

En consecuencia, el exequátur como procedimiento, es una necesidad 

condicionante para que una sentencia dictada por un Tribunal extranjero pueda 

tener efectos extraterritoriales, debido a que los tribunales propios están faltos de 

facultades para ejecutar sus sentencias en territorio de otros Estados. 

 

DESARROLLO 

1_. Competencia y Jurisdicción. 

A pesar de que los términos de competencia y jurisdicción no son 

sinónimos, con frecuencia se confunden los conceptos, es por ello que debemos 

aclarar que la competencia nos permite conocer cuál de todos es el Tribunal que 

tiene la facultad para conocer de un determinado asunto o causa, en este sentido 

el artículo 28 del Código de Procedimiento Civil, estatuye  que la competencia 

por la materia se determina por la naturaleza de la cuestión que se discute, y por 

las disposiciones legales que la regulan2. Mientras que la jurisdicción es una 

función del Estado, que emana en forma directa de su soberanía, de poder hacer 

efectiva la norma jurídica aún en contra de la voluntad del propio obligado, en 

materia procesal la jurisdicción es un presupuesto así lo contempla el artículo 1° 

 
2 Gaceta Oficial N° 4.209 Extraordinario de Fecha 18 de Septiembre de 1990. Código de 

Procedimiento Civil. 

http://www.monografias.com/trabajos/sobeydcho/sobeydcho.shtml
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del Código de Procedimiento Civil, que señala que la jurisdicción civil, salvo 

disposiciones especiales, se ejerce por los jueces ordinarios de conformidad con 

las disposiciones de este Código. 

Contempla igualmente el citado Código de Procedimiento Civil, en su 

artículo 2° -hoy derogado por el artículo 47 de la Ley de Derecho Privado- la 

inderogabilidad de la jurisdicción en favor de una jurisdicción extranjera ni de 

árbitros que resuelvan en el exterior cuando se trate de derechos reales sobre 

bienes inmuebles situados en el territorio de la República, o se trate de materias 

respecto de las cuales no sea posible disponer, o afecten principios esenciales de 

orden público. 

 

2_. Fuentes. 

La fuente es aquello de donde brota el conocimiento, lo que genera una 

idea o un hecho. Según Carnelutti (1968) son fuentes del Derecho: “La ley, la 

costumbre, el uso, las sentencias y los contratos.” Pág 25.  Las subdivide en 

cuanto a la forma, en generales y especiales, en explícitas como la Ley e implícitas 

como la costumbre y en autónomas y complementarias. La mayor parte de la 

doctrina solo considera como fuentes jurídicas a las que engendran normas de 

carácter general y abstracto. 

El Artículo 1° de La Ley de Derecho Internacional, señala que las fuentes 

que regulan los supuestos de hecho relacionados con los ordenamientos jurídicos 

extranjeros son: a) las normas de Derecho Internacional Público sobre la materia; 

b) lo establecido en los Tratados Internacionales vigentes en Venezuela; c) las 

normas de Derecho Internacional Privado venezolano; d) la analogía y e) los 

principios de Derecho Internacional Privado generalmente aceptados. 

3_. Exequatur. 

3.1_. Requisitos Para la Eficacia de las Sentencias Extranjeras. 

El Artículo 53 de la Ley de Derecho Internacional Privado prevé la 

procedencia de la eficacia de las sentencias extranjeras que hayan sido dictadas 

en materia de Derecho Privado, siempre que cumplan las siguientes precisiones: 

a) Que la sentencia haya sido dictada en materia civil o mercantil;  
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b) que tenga carácter de cosa juzgada con arreglo a la Ley del Estado donde fue 

emitida; 

c) que no se trate sobre bienes inmuebles situados en la República Bolivariana de 

Venezuela y que no se le haya quitado la competencia a un Tribunal venezolano;  

d) que el Tribunal sentenciador tenga competencia para conocer de la causa de 

acuerdo con los principios generales de jurisdicción consagrados en el Capítulo 

IX de la Ley; 

e) que el demandado haya sido citado conforme a la ley y se le hayan respetado 

las garantías procesales que aseguren su defensa; 

f) que no sea incongruente con sentencia que goce de autoridad de cosa juzgada 

y que no se halle pendiente en tribunales venezolanos, un juicio sobre el mismo 

objeto, ni entre las mismas partes incoado con antelación al pronunciamiento de 

la sentencia extranjera.  

3.2_. Procedimiento para las Ejecutorias de Sentencias Extranjeras.  

La Sala Político-Administrativa del TSJ en Sentencia N° 1.561 del 4 de Julio 

del 2000 estableció que debe aplicarse lo establecido en el artículo 53 de la Ley de 

Derecho Internacional Privado,3 quedando derogados los artículos 850 y 851 del 

Código de Procedimiento Civil, donde señala los requisitos que deben concurrir 

para que las sentencias extranjeras tengan efecto en Venezuela. 

El artículo 53 de la Ley de Derecho Internacional Privado (1998) en 

mención, establece lo siguiente: 

 

Las sentencias extranjeras tendrán efecto en Venezuela siempre que 
reúnan los siguientes requisitos: 1. Que hayan sido dictadas en 
materia civil o mercantil o, en general, en materia de relaciones 
jurídicas privadas; 2. Que tengan fuerza de cosa juzgada de acuerdo 
con la ley del Estado en el cual han sido pronunciadas; 3. Que no 
versen sobre derechos reales respecto a bienes inmuebles situados en 
la República o que no se haya arrebatado a Venezuela la jurisdicción 
exclusiva que le correspondiere para conocer del negocio; 4. Que los 
tribunales del Estado sentenciador tengan jurisdicción para conocer 

 
3 Gaceta Oficial N° 36.511 de Fecha 06 de Agosto 1998. Ley de Derecho Internacional Privado. 



 ISSN 2739-0330 (en línea) 

REVISTA RECHTSSTAAT: ESTADO DE DERECHO ● Número 1 Especial ● noviembre 2022 

Eficacia Parcial de las Sentencias Extranjeras en materia de Familia: Especial… ● Pág.: 142 – 174 

146 

de la causa de acuerdo con los principios generales de jurisdicción 
consagrados en el Capítulo IX de esta Ley; 5. Que el demandado haya 
sido debidamente citado, con tiempo suficiente para comparecer, y que 
le hayan otorgado en general, las garantías procesales que aseguren 
una razonable posibilidad de defensa; 6. Que no sean incompatibles 
con sentencia anterior que tenga autoridad de cosa juzgada; y que no 
se encuentre pendiente, ante los tribunales venezolanos, un juicio 
sobre el mismo objeto y entre las mismas partes, iniciado antes que se 
hubiere dictado la sentencia extranjera. 
 

3.2.1_. Solicitud. 

En este sentido el procedimiento para formalizar la solicitud del 

exequátur, deberá presentarse mediante libelo escrito, y en él se deberá indicar  

el nombre y apellido de quien lo requiere, domicilio y residencia, así como el 

nombre y apellido de la persona contra quien obrará la ejecutoria, indicando 

igualmente su domicilio  residencia; la solicitud,  deberá ser acompañada con la 

sentencia cuya ejecución se demanda y con la ejecutoria librada, todo lo cual 

deberá estar apostillado, autenticado y legalizado, por autoridad competente, si 

se trata de una sentencia proveniente de un país cuyo idioma no sea el español, 

deberá presentarse traducida por intérprete público venezolano: Art. 852 CPC. 

 

3.2.2_. Citación del Demandado. 

La persona contra la cual haya de obrar la ejecutoria, será citada conforme 

a las disposiciones del título IV del libro primero del C.P.C  para que  dentro de 

los diez (10) días siguientes a su citación, más el término de la distancia si lo 

hubiere, a cualquier hora de las fijadas por el tribunal para despachar, formule 

su contestación; cuando no fuere posible la citación personal, por no encontrarse 

presente en el lugar del Tribunal, la citación de la parte a quien deba oírse, 

practicará por carteles, pudiéndose además practicar por medio de exhorto o 

comisión rogatoria. 

 

3.2.3_. Nombramiento del Defensor Ad Litem. 

 

Si la parte contra quien vaya a obrar la ejecutoria no se encontrare, en el 

lugar del Tribunal, y no habiéndose presentado personalmente, o mediante 
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apoderado debidamente acreditado, y agotados como sean todos los recursos de 

citación se le nombrará defensor Ad Litem, con quien seguirá el proceso: Art. 854 

C.P.C. 

 

3.2.4_. Contestación y Sustanciación: 

En la contestación se propondrán todas las cuestiones y defensas 

acumulativamente y el asunto se decidirá de mero derecho, con vista de los 

documentos auténticos que produjeren las partes, pudiendo además  Tribunal de 

oficio si así lo considera, ordenar la evacuación de otras pruebas, fijando para ello  

el lapso correspondiente: Art. 855 C.P.C. 

 

4_. Recursos. 

El procedimiento de exequátur se conoce en una instancia única, es decir, 

si el asunto presentado es de naturaleza contenciosa, le corresponderá conocer a 

la Sala de Casación Civil del Tribunal Supremo de Justicia, del exequátur 

solicitado; y, si por el contrario, se trata de una materia no contenciosa, la 

competencia será del Tribunal Superior del lugar donde se haya de hacer valer la 

sentencia. TSJ-SCS, Sentencia N° 1567 de Fecha 29 de Octubre de 2014. Exp. 2014-

799. 

Ahora bien, por cuanto no existe ningún recurso contra la sentencia 

dictada por el Tribunal Superior o por la Sala de Casación Civil del Tribunal 

Supremo actuando como  Tribunal de única instancia en materia de Exequátur 

cuando se haya dictado una sentencia que produzca un gravamen irreparable a 

alguna de las partes que solicitan el pase,  la jurisprudencia ha establecido que es 

posible recurrir de la sentencia por vía de Recurso de Amparo ante el Tribunal 

Supremo de Justicia, si en la sentencia que niega o acuerda el exequátur se 

hubieran lesionados derechos y garantías de rango constitucional.  

 

5_. Antecedentes de la Eficacia Parcial. 

Los antecedentes se remontan a la década de los años cuarenta, donde la 

antigua Corte Federal y de Casación venezolana, respondió al anhelo de algunos 

http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scs/octubre/170748-1567-291014-2014-14-799.html
http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scs/octubre/170748-1567-291014-2014-14-799.html
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juristas venezolanos de otorgar “valor probatorio” a las sentencias extranjeras 

relativas al estado y capacidad de las personas, cuando a su reconocimiento, no 

se le oponían razones de orden público, requisito también exigido en la 

actualidad - lo cual, constituye una tradición en Venezuela. 

Es por ello que  el criterio, establecido por la mayoría de la Sala Federal en 

la sentencia de 1946, se fue manteniendo en las sentencias sucesivas que se 

aprobaban con los votos salvados de aquellos juristas que consideraban 

imprescindible el juicio previo de exequátur para que la sentencia extranjera 

fuera “elevada a la categoría de acto jurisdiccional del Estado venezolano,” por 

lo que fue reiterado en  las decisiones sucesivas,  aceptándose como axioma,  la 

necesidad del juicio de exequátur, para la eficacia de la sentencia extranjera en el 

territorio de la República, previo cumplimiento de los requisitos establecidos en 

el Código de Procedimiento Civil. 

La última reforma de dicho Código, del año 1986 (que entró en vigencia 

en 1987), reafirmó el requerimiento de la declaratoria de la ejecutoria, sin la cual, 

las sentencias extranjeras no tendrán efecto alguno en Venezuela, ni para 

producir cosa juzgada, ni para ser ejecutadas y, además, agregó la exigencia del 

juicio previo del exequátur para que estas sentencias puedan desplegar eficacia 

“como medio de prueba.” Esta disposición, fue criticada por la doctrina, porque 

condiciona al exequátur la utilización de una sentencia extranjera, como simple 

prueba de que fue dictada en el país sentenciador, o de cualquier otro hecho que 

ella contenga. 

La eficacia parcial de las sentencias extranjeras en materia de familia, es 

hoy día el resultado de un inveterado, pacífico y reiterado criterio jurisprudencial 

aceptado por la Sala de Casación Civil del Tribunal Supremo de Justicia, y 

adherido por los Tribunales Superiores en lo Civil y Mercantil;4 siendo su 

antecedente más remoto la Sentencia dictada en fecha de 1.946, por la Sala de 

Casación Federal de la extinta Corte Federal y de Casación venezolana. 

Es por ello que el artículo 54 de la Ley de Derecho Privado Internacional5, 

que norma la eficacia parcial de las sentencias extranjeras cuando no cumplan 

con todos los requisitos exigidos por la ley, es producto de ese criterio 

 
4 Ver Sentencia N° 9 de 1.946 de la Sala Federal de la Corte Federal y de Casación. 
5 El artículo 54 de la Ley de Derecho Privado Internacional dispone: “Si una sentencia extranjera 

no puede desplegar eficacia en su totalidad, podrá admitirse su eficacia parcial.” 
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jurisprudencial inveterado, reiterado y aceptado por la doctrina de las extintas 

Corte Federal y de Casación, Corte Suprema de Justicia, y hoy Tribunal Supremo 

de Justicia, que reclamaban la necesidad de una normativa que regulara la 

materia. 

 

6_. Efectos de la Sentencia. 

Por ende, los efectos de la sentencia extranjera deben considerarse 

producidos en el ordenamiento jurídico del Estado receptor “ex tunc,” esta 

consecuencia, reviste una particular importancia: permite considerar legalmente 

válidos y eficaces actos y situaciones jurídicos producidos anteriormente por la 

sentencia extranjera. 

 

 

7_. Interpretación. 

 

Conforme al Diccionario de la Real Academia Española (2014) interpretar 

es: Del lat. interpretāri. 1. tr. Explicar o declarar el sentido de algo, y 

principalmente el de un texto. 

La interpretación, en sentido amplio, es captar el sentido lingüístico de un 

enunciado, es comprender atribuyendo un sentido o significado a lo que alguien 

ha dicho o escrito, en sentido restringido interpretar, es aquella actividad que se 

realiza solamente cuando existen dudas al respecto, del significado de una 

interpretación lingüística concreta.  

La interpretación judicial es uno de los tipos de interpretación jurídica, y 

tiene por objeto argumentar y justificar el fallo que se dicta. La interpretación 

jurídica se caracteriza por la aplicación de fundamentos con autoridad para la 

interpretación (fuentes del derecho), así como de principios generalmente 

aceptados por la comunidad jurídica que guían el proceso, pues solo puede 

llamarse interpretación jurídica propiamente dicha, a aquella que se fundamenta 

en una fuente de material jurídico con autoridad y en la que los principios de 

interpretación sean respetados.  

Es necesario, distinguir entre interpretación como actividad, de la 

interpretación como resultado, la interpretación como actividad: es aquella que 
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es realizada por el Juez, quien tiene la facultad y la obligación de ofrecer una 

decisión para un caso específico. Por su parte, la interpretación como resultado, 

no tiene eficacia jurídica, puesto que quien la realiza carece de competencia 

judicial y lo hace solo con una perspectiva puramente teórica, generalmente, es 

aquella que se produce en medios académicos, denominándosele también 

interpretación doctrinal o científica.  

Por su parte la interpretación exegética, es aquella que se hace tomando 

en consideración la voluntad del legislador, atribuyéndole el sentido que dio éste 

a sus palabras. 

 

 

8_. Análisis del Criterio Jurisprudencial en Cuanto a la Eficacia Parcial de las 

Sentencias Extranjeras en Materia de Familia. 

 

La Sentencia de la Sala de Casación Civil de Fecha 18 de Junio de 2010, 

Expediente 00215-18610-09-358 con la Ponencia del Magistrado Antonio Ramírez 

Ramírez, instituye al respecto:  

 

…Siendo la oportunidad para pronunciarse sobre la solicitud 

formulada, se observa que toda solicitud de exequátur debe 

fundamentarse para su decisión, en la jerarquía de las fuentes en 

materia de Derecho Internacional Privado.…omisis… 

 

En este orden de ideas, se observa que la Ley de Derecho Internacional 

Privado, consagra en su Capítulo X las disposiciones concernientes a la eficacia 

de las sentencias extranjeras, estableciendo en el artículo 53, derogatorio 

parcialmente de los artículos 850 y 851 del Código de Procedimiento Civil, los 

requisitos que deben concurrir para que las sentencias extranjeras tengan efecto 

en Venezuela. 

Por su parte el artículo 54 eiusdem, establece:  

 

Si una sentencia extranjera no puede desplegar eficacia en su 

totalidad, podrá admitirse su eficacia parcial…Visto el contenido 
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de las normas antes transcritas, y examinadas como han sido las 

actas procesales que componen el presente expediente, en 

especial la sentencia objeto de la solicitud de exequátur, esta Sala 

pasa a evaluar si en la presente solicitud han quedado 

acreditados plenamente todos los extremos previstos en el 

artículo 53 de la Ley de Derecho Internacional Privado. 

 

Como se puede inferir del extracto anteriormente transcrito, la S.C.C del 

T.S.J utiliza la aplicación de las fuentes del derecho Internacional, para justificar 

argumentativamente la pertinencia de la declaratoria parcial de la sentencia 

dictada en el extranjero. 

Con este mismo criterio jurisprudencial, se utiliza la noción de orden 

público para justificar la inderogabilidad de la jurisdicción venezolana, cuando 

se trate de derechos reales sobre bienes inmuebles ubicados en Venezuela, 

basándose para ello en la noción de orden público, asumido en la Sentencia N° 

87 de Fecha 19 de Noviembre de 2008 Caso Francisco Percoco, Expediente AA20-

C-2007-000187, en la cual se determinó:  

 

En cuanto a la jurisdicción la sentencia de la Sala de Casación 

Civil, ha sentado lo siguiente. … El artículo 5 de la Ley de 

Derecho Internacional Privado establece: ‘… Las situaciones 

jurídicas creadas de conformidad con un Derecho extranjero que 

se atribuya competencia de acuerdo con criterios 

internacionalmente admisibles producirán efectos en la 

República, a no ser que contradigan los objetivos de las normas 

venezolanas de conflicto, que el Derecho venezolano reclame 

competencia exclusiva en la materia respectiva, o que sean 

manifiestamente incompatibles con los principios esenciales del 

orden público venezolano.’ 
 

En materia de orden público la doctrina venezolana, hace una distinción 

entre el orden público interno y el orden público internacional.6La denominada 

 
6 La Roche (1998) señala que el concepto de orden público es impreciso. Ocurre como la medusa 

de mar: cuando se encuentra flotando en su mundo submarino tiene una figura perfectamente 

definida, pero si se le toma de la mano, se transforma en una masa informe urticante. Igual sucede 

cuando se le pretende definir o concretar el orden público. Pero ello no autoriza a establecer un 
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excepción de orden público internacional viene a constituir un límite excepcional 

para la aplicación de la ley extranjera, mediante el cual, se descarta ésta en razón 

del contenido material de la ley foránea, ya que de aplicarse podría 

ocasionar perturbaciones en el ordenamiento jurídico del foro.  

 Ahora se puede observar cómo insertan en la sentencia la noción de orden 

público, a saber:  

 

…así como, si la sentencia analizada no contraría preceptos del 

orden público venezolano, y al efecto observa: 1.- Que hayan sido 

dictadas en materia civil o, en general, en materia de relaciones 

privadas; la sentencia fue dictada en materia civil, 

específicamente en materia de divorcio. En consecuencia, se 

considera cumplido este requisito.  2. – Que tengan fuerza de 

cosa juzgada de acuerdo con la Ley del Estado en el cual han sido 

pronunciadas; La sentencia cuyo pase se solicita, que consta de 

los folios 16 al 25 del expediente textualmente señala: “… 1. Los 

nexos de matrimonio entre las partes quedan disueltos. (…) 6. Lo 

que antecede constituye la Sentencia Definitiva del Tribunal 

respecto a la Solicitud (…) DADO Y ORDENADO en Miami, 

Condado de Dade Florida…” En consecuencia, por cuanto no 

consta en autos que se haya ejercido recurso alguno en su contra, 

la Sala debe inferir el carácter de sentencia definitivamente firme 

con fuerza de cosa juzgada, por lo cual, necesariamente debe la 

Sala determinar el cumplimiento del presente requisito. 3.- Que 

no versen sobre derechos reales respecto a bienes inmuebles 

situados en la República o que no se haya arrebatado a 

Venezuela la jurisdicción para conocer del negocio.  

 

En la sentencia cuyo exequátur se solicita, se encuentran involucrados 

bienes tanto muebles como inmuebles, ubicados en la República Bolivariana de 

Venezuela, de lo cual es pertinente señalar que en cuanto a la materia de bienes 

inmuebles situados en Venezuela la Ley de Derecho Internacional Privado funda 

en el artículo 47 lo siguiente:  

 
concepto relativo (acomodaticio) del órden público absoluto (uticivis), es decir el que protege la 

dignidad humana, los intereses sociales, las leyes absolutas de seguridad y policía, los 

fundamentos éticos que sustentan el cumplimiento libre y voluntario de las leyes, al punto de 

convertir el …en un elemento abstracto mentalmente impenetrable, agnóstico. (Pág. 488). 
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…La jurisdicción que corresponde a los tribunales venezolanos, 

según las disposiciones anteriores, no podrá ser derogada 

convencionalmente en favor de tribunales extranjeros, o árbitros 

que resuelvan en el extranjero, en aquellos casos en que el asunto 

se refiera a controversias relativas a derechos reales sobre bienes 

inmuebles situados en el territorio de la República, o se trate de 

materias respecto de las cuales no cabe transacción o que afecten 

los principios esenciales del orden público venezolano… 

 

Atendiendo a lo dispuesto por la citada norma, corresponde a la Sala 

destacar, que en materia de bienes inmuebles, la Ley de Derecho Internacional 

Privado otorga jurisdicción exclusiva a los tribunales venezolanos.  

En cuanto a la jurisdicción la Sentencia de la Sala de Casación Civil 

sentó lo siguiente.  

 

…El artículo 5 de la Ley de Derecho Internacional Privado 

establece: ‘… Las situaciones jurídicas creadas de conformidad 

con un Derecho extranjero que se atribuya competencia de 

acuerdo con criterios internacionalmente admisibles 

producirán efectos en la República, a no ser que contradigan 

los objetivos de las normas venezolanas de conflicto, que el 

Derecho venezolano reclame competencia exclusiva en la 

materia respectiva, o que sean manifiestamente incompatibles 

con los principios esenciales del orden público venezolano.’  

 

 Esa jurisdicción exclusiva en materia de bienes inmuebles situados en 

Venezuela la establece el artículo 47 de la Ley en referencia de la siguiente 

manera:  

 

La jurisdicción que corresponde a los tribunales venezolanos, 

según las disposiciones anteriores, no podrá ser derogada 

convencionalmente en favor de tribunales extranjeros, o 

árbitros que resuelvan en el extranjero, en aquellos casos en 

que el asunto se refiera a controversias relativas a derechos 
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reales sobre bienes inmuebles situados en el territorio de la 

República, o se trate de materias respecto de las cuales no cabe 

transacción o que afecten los principios esenciales del orden 

público venezolano. 

 

 Atendiendo a lo dispuesto por las citadas normas, corresponde a la Sala 

destacar, que en materia de bienes inmuebles, la Ley de Derecho Internacional 

Privado otorga jurisdicción exclusiva a los tribunales venezolanos. Por tanto, 

tratándose de un bien inmueble que según el texto se encuentra ubicado en la 

República Bolivariana de Venezuela, lo convenido respecto a la propiedad del 

mismo en el acuerdo suscrito por las partes, y hecho valer en la sentencia 

extranjera cuyo pase legal se solicita, tiene valor entre ellos, en virtud del 

mencionado acuerdo, pero no ante terceros, por cuanto respecto a dicho bien, 

sólo pueden decidir los tribunales nacionales de acuerdo a las reglas de la 

competencia, no un tribunal extranjero, que en dicha materia no tiene 

jurisdicción.  

 No puede afirmarse que la sentencia cuyo pase legal se solicita haya 

arrebatado la jurisdicción a los tribunales venezolanos por cuanto a criterio de 

esta Sala, lo resuelto por dicha sentencia fue la disolución del vínculo 

matrimonial existente entre quien solicita el exequátur y su cónyuge, haciéndose 

valer en dicha sentencia el acuerdo firmado por las partes para regir el 

tratamiento que éstos darían respecto a los hijos en común y los bienes materiales 

comunes.  

 Así, aun cuando no se arrebató a los tribunales venezolanos la jurisdicción 

para conocer de la disolución del vínculo matrimonial entre la ciudadana Ana 

María Arizaleta Páez y el ciudadano Francisco Percoco, sin embargo, visto que 

el fallo en referencia también versó sobre derechos reales relativos a bienes inmuebles 

situados en la República Bolivariana de Venezuela, lo declarado en dicha sentencia en 

relación a los inmuebles de los cuales se trate, no puede ser ejecutoriado en la República. 

 En consecuencia, corresponde a esta Sala destacar que la sentencia 

extranjera objeto de examen sólo cumple parcialmente el requisito tercero 

establecido en el artículo 53 de la Ley de Derecho Internacional Privado de 

Venezuela, por tal razón, se impone para esta Sala, conceder parcialmente fuerza 

ejecutoria en la República Bolivariana de Venezuela, a la Sentencia dictada en 
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Fecha 10 de Mayo de 2006, dictada por la Corte del Onceavo Circuito Judicial En 

y Para el Condado de Miami, Florida, Estados Unidos de América, mediante la 

cual se disolvió el vínculo matrimonial que existía entre los ciudadanos Ana 

María Arizaleta Páez y Francisco Percoco, lo cual se expresará en la parte 

dispositiva de este fallo…”  

 De la sentencia supra transcrita, se desprende que corresponde de manera 

exclusiva a los tribunales venezolanos la jurisdicción en materia de bienes 

inmuebles situados en el país, y la misma no podrá ser derogada en favor de 

tribunales extranjeros, esto de conformidad con lo dispuesto en el artículo 47 de 

la Ley de Derecho Internacional Privado.  

 Por ello, los convenios o acuerdos suscritos por las partes y establecidos 

por la sentencia cuyo exequátur se solicita, referente a derechos reales sobre 

bienes inmuebles situados en la República solo tendrá valor entre ellos, en virtud 

del mencionado acuerdo, pero no ante terceros, por cuanto tal y como se reitera, 

respecto a dichos bienes sólo pueden decidir los tribunales nacionales de 

acuerdo a las reglas de la competencia.  

Como se puede observar, el sentenciador aplica el principio de 

inderogabilidad de la jurisdicción venezolana, atribuyéndose de manera exclusiva la 

jurisdicción, cuando se trate de derechos reales conexos sobre bienes inmuebles 

ubicados en la República Bolivariana de Venezuela, y en consecuencia excluye 

de la eficacia de la sentencia, el pronunciamiento del juez extranjero sobre 

derechos reales que recaigan sobre bienes inmuebles situados en la República 

Bolivariana de Venezuela, señalando al respecto, que la jurisdicción venezolana, 

admite relajación cuando no sea exclusiva 

En cuanto a los criterios de procedencia del pase o exequátur de la 

sentencia extranjera en materia de citación y de relaciones familiares, la sentencia 

bajo análisis, ha establecido lo siguiente:  

 
Por consiguiente, la Sala reitera el criterio expuesto en la 

sentencia cuya transcripción parcial antecede, y destaca que la 

sentencia extranjera objeto de examen sólo cumple parcialmente 

el requisito tercero establecido en el artículo 53 de la Ley de 

Derecho Internacional Privado de Venezuela, ya que tal y como 

se establece en dicha decisión, no puede considerarse que los 
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tribunales extranjeros hayan arrebatado la jurisdicción a los 

tribunales venezolanos, en virtud de que lo decidido y 

sentenciado fue la disolución del vínculo matrimonial. 4.- Que 

los tribunales del Estado sentenciador tengan jurisdicción para 

conocer la causa de acuerdo con los principios generales de 

jurisdicción consagrados en el CAPITULO IX de esta Ley. En 

primer lugar cabe destacar que el demandado “…DISPUTÓ 

LA  JURISDICCIÓN PERSONAL SOBRE ESTA CAUSA…”.  No 

obstante lo anterior, en el texto de la sentencia objeto de la 

solicitud de exequátur se señala que “… el Tribunal ha 

determinado previamente que tiene jurisdicción personal sobre 

el esposo debido a que compareció personalmente a una 

audiencia el 22 de Junio de 2006, y acordó pagar una pensión 

alimenticia temporal al hijo de $500,00 mensuales. Además el 15 

de Julio de 2008, la Esposa y el abogado del Esposo firmaron una 

Estipulación Conjunta sobre Jurisdicción Personal y Cartas 

Rogatorias en las cuales se acordaba específicamente que este 

tribunal tenía jurisdicción personal sobre el Esposo y que este 

tribunal, y no Venezuela, es el foro apropiado para decidir esta 

causa…  

 

Aunado a lo anterior, el artículo 42 de la Ley de Derecho Internacional 

Privado, establece los criterios atributivos de jurisdicción en materia de 

relaciones familiares y el estado civil, al expresar:  

 

Los tribunales venezolanos tendrán jurisdicción para conocer de 

los juicios originados por el ejercicio de acciones sobre estado de 

las personas o las relaciones familiares: 1. Cuando el Derecho 

venezolano sea competente, de acuerdo con las disposiciones de 

esta Ley, para regir el fondo del litigio; 2. Cuando las partes se 

sometan expresa o tácitamente a su jurisdicción, siempre que la 

causa tenga una vinculación efectiva con el territorio de la 

República. 

 

La norma transcrita dice que el primer criterio atributivo de jurisdicción, 

es el paralelismo, es decir, tiene jurisdicción para conocer del asunto el tribunal 

del Estado cuyo derecho resulte aplicable al fondo de la controversia, lo cual en 

materia de divorcio se determina mediante el domicilio del demandante; y, el 
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segundo se refiere a la sumisión tácita o expresa, que ocurre cuando las partes 

(cónyuges) se someten a la jurisdicción de otro Estado con el cual debe existir 

una vinculación efectiva del juicio.  

En cuanto a este segundo supuesto, las partes (accionante y demandado) 

se sometieron tácitamente a la jurisdicción del tribunal extranjero, la accionante 

mediante la interposición de la demanda y el accionado mediante la aparición a 

una audiencia en la sede del tribunal, en la cual se comprometió a cancelar una 

pensión alimentaria de 500 dólares mensuales, y la aceptación expresa de la 

jurisdicción del tribunal extranjero, razón suficiente para creer que el Tribunal 

de Circuito de la Undécima Circunscripción Judicial en y para el Condado de 

Dade, Florida (División de Familia) de los Estados Unidos de América, tenía 

jurisdicción para conocer del juicio de divorcio interpuesto, esto, según lo 

dispuesto en el ordinal 2º del artículo 42 de la Ley de Derecho Internacional 

Privado. Y:  

 

5. – Que el demandado haya sido debidamente citado, con 

tiempo suficiente para comparecer, y que se le hayan otorgado 

en general, las garantías procesales que aseguren una razonable 

posibilidad de defensa;  

 

En relación a este requisito es menester para la Sala transcribir 

textualmente lo expuesto por la parte contra quien obra el exequátur en su escrito 

de contestación, dicho escrito menciona lo siguiente:      

   

…En efecto, como se evidencia de la Sentencia: ‘El 

esposo introdujo una Moción de Desestimación basado en un 

reclamo de que el tribunal carecía de jurisdicción personal’. En la 

mencionada Petición del esposo vid (…) se explicó que el esposo 

fue mal citado. (…) Adicionalmente, como se explicó en la 

mencionada Petición, tampoco se dio cumplimiento a la sección 

48.031 de los Estatutos de Florida, ya que simplemente fue 

enviada por correo la citación, en lugar de ser citado 

personalmente, o a través de alguien en su lugar (…)  
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Ello también es contrario al derecho venezolano, según el cual en primer 

lugar se debe intentar la citación personal (artículo 218 del Código de 

Procedimiento Civil). En todo caso, aun cuando no es relevante, ya que la 

citación ha debido llevarse a cabo de acuerdo al Derecho de Florida, resulta que 

sin embargo, tampoco ello ocurrió. 

Adicionalmente, se llevó a cabo el juicio en un país distinto al suyo, sin su 

presencia, y, como se evidencia de la Sentencia, en pleno juicio, el Tribunal de 

Florida acordó a los abogados del Esposo su solicitud para retirarse (…) Es decir, 

que desde esa fecha, hasta que se dictó la sentencia, el juicio prosiguió sin la 

presencia del representado y sin que el mismo contara con abogados en 

Florida… 

De los anteriores alegatos expuestos por la parte contra quien obra el 

exequátur, se desprende:  

 

a) Que el demandado “fue mal citado.” b) El señalamiento de que 

el tribunal carecía de jurisdicción personal, c) y que se llevó a 

cabo el procedimiento sin que el demandado contara con 

abogados.  

 

Ahora bien, mencionado esto, es necesario transcribir lo dispuesto en el 

artículo 216 del Código de Procedimiento Civil, que señala lo que a continuación 

se transcribe:  

 

…La parte demandada podrá darse por citada personalmente 

para la contestación, mediante diligencia suscrita ante el 

Secretario. 

Sin embargo, siempre que resulte de autos que la parte o su 

apoderado antes de la citación, han realizado alguna diligencia 

en el proceso, o han estado presentes en un acto del mismo, se 

entenderá citada la parte desde entonces para la contestación de 

la demanda, sin más formalidad… 

 

Aplicando la norma supra transcrita al caso bajo estudio, la Sala observa 

de la Sentencia cuyo exequátur se aspira, específicamente al Folio 17 del 
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expediente, dice lo siguiente: “…La Esposa introdujo la Solicitud de Disolución 

de Matrimonio el 13 de Octubre de 2005. El Esposo introdujo una Moción de 

Desestimación basado en un reclamo de que el Tribunal carecía de jurisdicción 

personal.” 

Aunado a lo anterior se evidencia del texto de la Sentencia cuyo pase se 

solicita, específicamente a los Folios 16 al 25 del Expediente lo siguiente: 

 

 

ESTA CAUSA fue presentada a este Tribunal el 16 de Marzo de 

2009 para una audiencia definitiva. Se encontraban presentes: 

MARÍA DIAS-AIDOS, la esposa, y ORLANDO REYES 

OROPEZA, el esposo, quien actualmente está domiciliado en 

Venezuela y quien no compareció (…). El esposo redactó una 

carta al Tribunal el 20 de Febrero de 2009, en la cual señalaba 

que no había podido comparecer hoy por tener un hombro 

fracturado. Los registros médicos que el esposo anexó a la carta 

no reflejaban su incapacidad para trasladarse al tribunal a fin 

de participar en la audiencia definitiva. (…) JURISDICCIÓN: 

El Tribunal ha determinado previamente que tiene jurisdicción 

personal sobre el esposo debido a que compareció 

personalmente en una audiencia el 22 de Junio de 2006 y 

acordó pagar una pensión alimenticia temporal al hijo de 

$500,00 mensuales. Dicha comparecencia fue casi una 

comparecencia general en el caso por parte del esposo. 

Además, el 15 de Julio de 2008, la esposa y el abogado del 

esposo firmaron una Estipulación Conjunta sobre Jurisdicción 

Personal, y Cartas Rogatorias en las cuales se acordaba 

específicamente que este Tribunal tenía jurisdicción personal 

sobre el esposo y que este Tribunal, y no Venezuela, es el foro 

apropiado para decidir esta causa.  

 

Del texto de la decisión no se evidencia cómo ni cuándo fue citado el 

demandado, sin embargo, de conformidad con lo dispuesto en el supra transcrito 

artículo 216 de la norma adjetiva patria, la finalidad de la citación fue cumplida, 

pues consta en la sentencia extranjera, que el Esposo “…compareció 

personalmente a una audiencia el 22 de Junio de 2006, y acordó pagar una 

pensión alimenticia temporal al hijo de $500,00 mensuales.  
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Además el 15 de Julio de 2008, la Esposa y el abogado del Esposo firmaron 

una Estipulación Conjunta sobre Jurisdicción Personal y Cartas Rogatorias…” 

Consta igualmente que “… el Esposo redactó una carta al Tribunal el 20 de 

febrero de 2009, en la cual señalaba que no había podido comparecer por tener 

un hombro fracturado…”  

De conformidad con los anteriores alegatos, y en virtud de que el 

demandado, hoy, parte contra quien obra el exequátur se encontraba a derecho, 

es decir, en conocimiento del juicio de divorcio interpuesto por la ciudadana 

María Leonor Dias-Aidos Vidago, la Sala considera satisfecho este requisito.  

 

6. – Que no sean incompatibles con sentencia anterior que tenga 

autoridad de cosa juzgada; y que no se encuentre pendiente, ante los 

tribunales venezolanos, un juicio sobre el mismo objeto y entre las 

mismas partes, iniciado antes que se hubiere dictado la sentencia 

extranjera. ”La parte contra quien se pretende obre la sentencia 

extranjera, se opone al pase de ésta alegando que, para el momento en 

que se dictó la misma, ya existía en Venezuela un juicio pendiente, 

cuya demanda “… fue admitida por el Juez Unipersonal N° XIV de 

la Sala de Juicio del Circuito Judicial de Protección del Niño y del 

Adolescente de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de 

Caracas, en fecha 28 de Septiembre de 2006, es decir, casi tres años 

antes de que se dictara la Sentencia Extranjera, y para el momento 

que la sentencia se dictó, el juicio seguía pendiente…” 

 

Por su parte, la solicitante del exequátur en el escrito de informes, alega:  

 

Es del conocimiento de esta Sala que Orlando Pompeyo Reyes 

Oropeza el día 18 de Septiembre de 2006 presento (sic) 

demanda de divorcio por ante los Tribunales de Protección del 

Niños (sic) Niñas y Adolescentes  de Caracas, (posteriormente 

a la solicitud de disolución de matrimonio hecha por mi 

representada el 13 de Octubre de 2005 en el tribunal en el 

Estado (sic) de La Florida (sic) de los Estados Unidos), pero lo 

cierto es que la sentencia objeto de la presente solicitud fue 

dictada el 16 de Marzo de 2009 y para esa fecha mi 

representada no había sido citada de la demanda por lo cual no 

se había dado inicio a la relación procesal de las partes.  
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En tal sentido, la Sala Constitucional sentencia N° 4.350 del 12 de 

Diciembre de 2005, caso: Teresa Urquiola Martínez fundó que la citación, es el 

acto procesal que da inicio a la relación procesal y el que origina o marca el 

comienzo de la litispendencia. 

En cuanto a la Litispendencia Internacional, como principio procesal, la 

sentencia bajo estudio ha señalado:  

 

Asimismo la solicitante se refiere a que debe ser acogido el 

principio de litispendencia internacional para resolver el caso, 

a cuyo efecto acompaña copias fotostáticas de las actuaciones 

seguidas por de la Sala de Juicio del Circuito Judicial Tribunal 

de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes de la 

Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de 

Caracas,  Juez Unipersonal N° 14, mediante las cuales, según 

su dicho, se evidencia que la citación de la solicitante de la 

medida, para ese juicio, se realizó en fecha posterior a la 

terminación del proceso de divorcio en el tribunal extranjero.  

 

Para decidir sobre este aspecto, es necesario analizar la litispendencia 

internacional en el ámbito del derecho procesal internacional. En tal sentido, la 

Sala se pronunció, mediante sentencia del 7 de Agosto de 2008, Caso Claire Lucía 

Hodgson, Expediente N° 04-930, de la siguiente manera:  

 

La litispendencia internacional está concebida para que las 

partes en conflicto puedan escoger la jurisdicción que resolverá 

la controversia, bien acogiendo el principio del domicilio del 

demandado o la celebración y/o ejecución del contrato, entre 

otros aspectos. Dicho interés tiene por objeto mantener la 

armonía internacional al garantizar la uniformidad de la tutela 

judicial internacional, evitando que un mismo asunto sea 

resuelto en varias jurisdicciones a la vez. Este principio 

procesal encuentra justificación en la necesidad de evitar la 

comisión de fraudes a la ley, con la duplicidad de 

procedimientos con el mismo objeto y las mismas partes. 
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El artículo 58 de la Ley de Derecho Internacional Privado, 

dispone:  

 

La jurisdicción venezolana exclusiva no queda excluida por la 

pendencia ante un juez extranjero de la misma causa o de otra 

conexa conella.” De acuerdo con la norma, los asuntos de 

jurisdicción exclusiva no quedan excluidos por la pendencia 

ante un juez extranjero, vale decir, la litispendencia 

internacional opera en todos los casos en los que la jurisdicción 

venezolana no es exclusiva, sino concurrente, debido a la 

alternatividad de foros. La doctrina nacional en derecho 

internacional privado, ha señalado que la litispendencia 

internacional se consagra en aras de otorgarle relevancia al 

proceso extranjero, con el ánimo de evitar fallos contradictorios 

y procurar que una eventual decisión extranjera pueda generar 

efectos en el territorio de la República.  

Ahora bien, la litispendencia internacional procede cuando están dados 

los siguientes presupuestos, a) que los tribunales venezolanos no tengan 

jurisdicción exclusiva sobre el asunto controvertido; b) que los tribunales 

venezolanos y el extranjero tengan jurisdicción para resolver el caso según las 

normas sobre la jurisdicción de la Ley de Derecho Internacional Privado 

(jurisdicción indirecta); c) que esté dada la trilogía entre ambos juicios, es decir, 

que sean las mismas partes, título y causa; d) que el tribunal extranjero haya 

prevenido al tribunal venezolano en la citación del demandado; y, e) que la 

citación se haya efectuado de conformidad con las normas vigentes de dicho 

país. 

Sobre el particular, la Sala Político Administrativa mediante Sentencia del 

14 de Diciembre de 2004, Expediente No. 2004-0896 Caso Giancarlo Salvatore 

Rosignoli Contra María Krelya Martínez Alfonso, dejó sentado sobre la 

litispendencia internacional, lo siguiente, la litispendencia es una institución 

cuyo objetivo es evitar que dos procesos, en los que exista identidad de los tres 

elementos de la pretensión, a saber: sujeto, objeto y título o causa petendi, y que 

cursen ante dos autoridades jurisdiccionales competentes, se dicten sentencias 

contradictorias.  
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Al respecto, el artículo 58 de la Ley de Derecho Internacional Privado, 

consagra la institución de la litispendencia internacional, al señalar que: “La 

jurisdicción venezolana exclusiva no queda excluida por la pendencia ante un 

Juez extranjero de la misma causa o de otra conexa con ella;” en tal virtud, se 

precisa, por argumento a contrario, que en los casos en que la jurisdicción 

venezolana no sea exclusiva, podría permitirse que la misma quede excluida 

frente a la jurisdicción extranjera, siempre que se verifiquen los siguientes 

requisitos:  

 

1.- Que la causa pendiente ante tribunales extranjeros sea la 

misma pendiente ante tribunales venezolanos. 2.- Que la causa 

cuya pendencia se alegue esté en efecto, pendiente de decisión. 

3.- Que los tribunales venezolanos tengan jurisdicción para 

conocer del caso según las normas venezolanas sobre 

jurisdicción contenida en la Ley de Derecho Internacional 

Privado. 4.- Que la jurisdicción de los tribunales venezolanos 

no sea exclusiva. 5.- Que los tribunales extranjeros ante los 

cuales se ha propuesto el litigio tengan jurisdicción, según los 

principios generales de jurisdicción consagrados en la Ley de 

Derecho Internacional Privado. 6.- Que el juez extranjero haya 

prevenido al juez venezolano, es decir, que haya practicado la 

citación del demandado primero. 7.- Que esa citación se haya 

realizado según las normas aplicables, vigentes en el lugar 

donde se lleva a cabo el juicio y en el lugar donde 

efectivamente se practicó´ (Vid. Sentencia Nº 1.121 de la 

presente Sala en Fecha 19 de Septiembre de 2002). 

  

La Sala reitera el precedente jurisprudencial, y establece que en los casos 

en que la jurisdicción venezolana no sea exclusiva, puede permitirse que la 

misma quede excluida frente a la jurisdicción extranjera, siempre que para ello 

se verifique, entre otros aspectos, que la causa cuya pendencia se alegue, esté en 

efecto, pendiente de decisión; que los tribunales extranjeros ante los cuales se ha 

propuesto el litigio tengan jurisdicción, de acuerdo con los principios generales 

de jurisdicción consagrados en la Ley de Derecho Internacional Privado, entre 

otros.  
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Por su parte, la Ley de Derecho Internacional Privado establece en el 

ordinal 6° del artículo 53, que las sentencias extranjeras tendrán efecto en el país 

siempre que “… no se encuentre pendiente, ante los tribunales venezolanos, un 

juicio sobre el mismo objeto y entre las mismas partes, iniciado antes que se 

hubiere dictado la sentencia extranjera…” 

 

Quiere decir que, esta norma, puede ser relajada en los casos 

en que la jurisdicción venezolana no es exclusiva y siempre que 

se verifique que la causa cuya pendencia se alegue, esté en 

efecto, pendiente de decisión; que los tribunales extranjeros 

ante los cuales se ha propuesto el litigio tengan jurisdicción, de 

acuerdo con los principios generales de jurisdicción 

consagrados en la Ley de Derecho Internacional Privado, y que 

el juez extranjero haya prevenido al juez venezolano en la 

citación del demandado.  

 

De conformidad con el artículo 42 de la Ley de Derecho Internacional 

Privado, los tribunales venezolanos tendrán jurisdicción para conocer de los 

juicios originados por el ejercicio de acciones sobre estado de las personas o las 

relaciones familiares, cuando el derecho venezolano sea competente, de acuerdo 

con las disposiciones de la presente ley, para regir el fondo del litigio y cuando 

las partes se sometan expresa o tácitamente a su jurisdicción, siempre que la 

causa tenga una vinculación efectiva con el territorio de la República. Supone, 

asimismo, que las partes pueden relajar la jurisdicción del tribunal que conoce el 

asunto en aquellos casos relativos al estado de las personas o relaciones 

familiares, en los cuales decidan expresa o tácitamente someterse al 

conocimiento de un tribunal distinto al venezolano, siempre que existan 

elementos que denoten una vinculación efectiva con el estado a cuya jurisdicción 

se someten.  

Ahora bien, en materia de reconocimiento de sentencias extranjeras la 

excepción de litispendencia internacional establece como elemento temporal 

para su ocurrencia, que el juicio se haya iniciado ante los tribunales venezolanos 

antes que se hubiere dictado la sentencia extranjera.  

En tal sentido, la Sala Constitucional del TSJ en Sentencia N° 4.350 del 12 

de Diciembre de 2005 Caso: Teresa Urquiola Martínez estableció que la citación 
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es el acto procesal, que da inicio a la relación procesal, y el que origina o marca 

el comienzo de la litispendencia, de la siguiente manera: 

 

…La doctrina patria ha determinado la demanda como el acto 

introductorio de la causa, y sin demanda no hay 

procedimiento. Pero el dar comienzo al procedimiento, no da 

inicio al mismo tiempo a la relación procesal que vincula entre 

sí a los sujetos del proceso, pues ésta se constituye con la 

citación, y se va desarrollando con los sucesivos actos 

procesales de las partes y del juez. La demanda hace surgir la 

obligación del juez de proveer a la admisión o negación de la 

demanda y en este último caso, la facultad del demandante de 

apelar de dicha negativa. El acto que origina o marca el 

comienzo de la litispendencia, entendida ésta como la 

existencia de una litis en la plenitud de sus efectos, es la 

citación del demandado, porque es con ese acto que nace para 

el juez la obligación de proveer sobre la demanda de mérito y 

se integra el contradictorio…”  

 

La Sala reitera el criterio anterior, y deja sentado que la citación del 

demandado marca el inicio de la relación procesal entre las partes, así como el 

comienzo de la litispendencia en los juicios donde ella se opone. Por tanto, la 

condición temporal contenida en el supuesto del artículo 53 numeral 6°, debe ser 

entendida como la fecha en la que ocurre la primera citación del demandado.  

De manera que, si el tribunal extranjero previno primero en la citación, su 

sentencia tendrá efectos en el territorio y el órgano jurisdiccional nacional debe 

declarar la terminación del otro proceso ventilado en el país, por la excepción de 

la cosa juzgada internacional, una vez declarado el pase del fallo de la sentencia 

extranjera, por estar cumplidos los requisitos para ello… 

En este orden de ideas, la Sala Político-Administrativa del TSJ reitera el 

precedente jurisprudencial transcrito, y procede al examen de las actas a los fines 

de determinar si en el presente caso existe la litispendencia internacional 

alegada. Al respecto, ésta constata, que al momento de la presentación de 

informes los apoderados judiciales de la parte contra quien obra el exequátur 

consignaron en autos copia certificada del libelo de demanda de divorcio 
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interpuesta por su representado, contra la ciudadana María Leonor Días-Aidos, 

en el Circuito Judicial de Protección del Niño y del Adolescente de la 

Circunscripción  Judicial del Área Metropolitana de Caracas, en Sala de Juicio Nº 

XIV, e inserto al Folio 171, así como también auto de admisión de la demanda de 

Fecha 28 de Septiembre de 2006.  

No consta ninguna otra actuación que demuestre que la citación objeto de 

la carta rogatoria fue efectivamente practicada. Sin embargo, sí consta en el 

anexo a las conclusiones escritas presentadas por el apoderado de la solicitante, 

copias fotostáticas simples de las actuaciones realizadas ante el Circuito Judicial 

de Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Área 

Metropolitana de Caracas, en Sala de Juicio Nº XIV, entre las cuales cabe destacar 

auto de Fecha 26 de Enero de 2009, inserto al Folio 197 mediante el cual la Unidad 

de Recepción y Distribución de Documentos de la Circunscripción Judicial del 

Área Metropolitana de Caracas y Nacional de Adopción Internacional, establece:  

 

…diligencia mediante la cual solicita a la Sala se libre cartel de 

citación a la demandada de conformidad con el artículo 224 del 

CPC en virtud de que riela a los autos 111 al 115, movimientos 

migratorios donde consta que salió (sic) de Venezuela sin 

retorno el día 5 de Enero de 2005, la diligencia consta de un (1) 

folio útil… Corre inserto en autos al Folio 230, auto del Circuito 

Judicial de Protección del Niño y del Adolescente de la 

Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas y 

Nacional de Adopción Internacional, en Sala de Juicio, Juez 

Unipersonal Nº 14, de Fecha 21 de Abril de 2009, mediante el 

cual se establece la consignación de las publicaciones del cartel 

ordenado y acuerda agregar a los autos dichas publicaciones a 

los fines que surtan sus efectos legales; por último, deja 

constancia que … a partir del primer día de despacho siguiente 

al de hoy, comenzarán a correr los lapsos de ley, para la 

comparecencia de la parte demandada… 

 

Ahora bien, la demanda ante el tribunal extranjero fue incoada el 13 de 

Octubre de 2005, y aun cuando, en ésta no consta en el texto de la sentencia cuyo 

exequátur se solicita, forma o fecha de la citación, sí se evidencia la citación tácita 

o presunta del demandado, ciudadano Orlando Reyes Oropeza, cuando 
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compareció personalmente “… en una audiencia el 22 de Junio de 2006 y acordó 

pagar una pensión alimenticia temporal al hijo…” La sentencia así, definitiva fue 

dictada en Fecha 16 de Marzo de 2009.  

Al comparar las actuaciones arriba señaladas, correspondientes tanto al 

juicio llevado por el tribunal extranjero como el incoado en tribunales nacionales, 

se encuentra: a) En el juicio efectuado en tribunal extranjero, cuyo resultado fue 

la sentencia de Fecha 16 de Marzo de 2009, objeto de la solicitud de exequátur, 

la citación presunta (tácita) tuvo lugar el 22 de Junio de 2006; b) En el incoado en 

tribunales venezolanos la admisión tuvo lugar en Fecha 28 de Septiembre de 

2006 y la consignación en autos de las publicaciones de los carteles de citación se 

produjo en fecha 21 de Abril de 2009.  

Conforme a la doctrina de la Sala, establecida en Sentencia del 7 de Agosto 

de 2008 parcialmente transcrita supra:  

 

… la condición temporal contenida en el supuesto del artículo 

53 numeral 6°, debe ser entendida como la fecha en la que ocurre 

la primera citación del demandado. De manera que, si el tribunal 

extranjero previno primero en la citación, su sentencia tendrá 

efectos en nuestro territorio…; en consecuencia, al haber sido 

admitida la demanda de divorcio intentada en la República 

Bolivariana de Venezuela, en Fecha 28 de Septiembre de 2006 y 

haber tenido lugar la citación de la demandada, hoy solicitante 

del exequátur, el día 21 de Abril de 2009, es evidente que para 

ese momento había adquirido el fallo extranjero de fecha 16 de 

marzo de 2009, carácter de cosa juzgada internacional. Por las 

razones expuestas, la Sala considera cumplido el requisito del 

ordinal 6° del artículo 53 de la Ley de Derecho Internacional 

Privado. Así se establece.  
 

En cuanto al cumplimiento de los presupuestos familiares requeridos por 

la Ley Orgánica para La Protección de Niños, Niñas y Adolescentes, la sentencia 

analizada consagra:  

 

…Una vez constatado el cumplimiento de los requisitos 

contenidos en el artículo 53 de la Ley de Derecho Internacional 
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Privado, en cuanto a la sentencia extranjera de divorcio se 

refiere, pasa la Sala a pronunciarse a lo relativo a la patria 

potestad, el régimen de visitas y la pensión de alimentos del 

menor, dispuesto por el Tribunal de Circuito de la Undécima 

Circunscripción Judicial en y para el Condado de Dade, Florida 

(División de Familia) de los Estados Unidos de América en su 

sentencia de Fecha 16 de Marzo de 2009.  

 

En este sentido, se observa que en la sentencia cuyo exequátur se solicita, 

se dispuso, en forma minuciosa, todo lo atinente a patria potestad, tiempo 

compartido y pensión alimenticia; de cuya disposición, cabe destacar lo 

siguiente:  

 

… 1. PATRIA POTESTAD: Los siguientes hallazgos y fallos 

relativos al tiempo compartido del hijo menor, a saber, JUAN 

REYES, nacido el 14 de Mayo de 1996, son para los mejores 

intereses del menor:  

a)      Las partes deberán compartir la patria potestad del 

menor, la cual responde a los mejores intereses de dicho 

menor…” 

… 2. TIEMPO COMPARTIDO: El Padre deberá compartir 

tiempo con su hijo, incluyendo durante los días feriados. Sin 

embargo, deberá notificar por escrito a la madre al menos 7 

días antes de cualquier planificación de tiempo compartido. El 

menor deberá compartir tiempo con su madre en todos los 

demás momentos, salvo durante el tiempo estipulado en el 

cronograma de vacaciones y días feriados… 

… 3. PENSIÓN ALIMENTICIA: El 26 de Junio de 2006, las 

partes acordaron que se dictara una orden temporal de pensión 

alimenticia al menor de $500,00 basados en el hecho de que el 

Padre estaba viviendo en Venezuela. Debido a que el Padre no 

compareció ni suministró revelación financiera alguna, el 

tribunal no puede determinar un monto diferente respecto a su 

obligación de pensión alimenticia, por lo que el tribunal 

sostiene el monto de pensión alimenticia de $500,00 que las 

partes habían acordado en 2006… 
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De la transcripción anterior se constata que, con respecto a los derechos y 

garantías del menor Juan Reyes, la sentencia extranjera cuyo exequátur se solicita, 

decretó la patria potestad compartida, lo cual responde a los mejores intereses 

del menor, también hace referencia al tiempo compartido de ambos padres, y 

acuerda la pensión alimenticia y la manutención. 

A este respecto la Sala Político-Administrativa del TSJ en Sentencia de 

Fecha 27 de Noviembre de 2009 Caso María de Lourdes Marelzit Corona 

Chuecos Expediente AA20-C-2008-000690 determinó:  

 

… Así pues, en lo que se refiere al primer acuerdo relativo al 

menor, la Sala observa que el mismo, establece lo referente a 

guarda, custodia y otros aspectos relacionados con el menor hijo 

nacido durante el matrimonio, los cuales, por imperativo de un 

principio esencial del orden público venezolano, deben ser 

convenidos de mutuo acuerdo entre las partes. En efecto, en la 

sección de la sentencia correspondiente al mencionado 

“acuerdo,” se dispone lo siguiente: 

 

En atención a la transcripción efectuada, debe esta Sala señalar que el 

contenido de dicho acuerdo suscrito por las partes, el cual forma parte del fallo 

extranjero, no atenta contra principios esenciales del Estado. Aunado a esto, cabe 

hacer referencia que si bien, como quedó anteriormente establecido, no existe 

tratado vigente entre la República Bolivariana de Venezuela y los Estados 

Unidos de América en materia de reconocimiento de sentencias de tribunales 

extranjeros, sí existe un tratado multilateral del cual es Venezuela Estado Parte, 

como es la “Convención sobre los Derechos del Niño,” ratificada por la República 

Bolivariana de Venezuela, en Fecha 13 de Septiembre de 1990, y cuya Ley 

Aprobatoria fue publicada en Gaceta Oficial Nº 34.541 del 29 de Agosto de 1990, 

que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 23 de la Constitución de la 

República Bolivariana de Venezuela tiene jerarquía constitucional y es de 

aplicación inmediata y directa por los tribunales y demás órganos del Poder 

Público. Por ello, la Sala hace referencia a lo dispuesto por la misma en su artículo 

3.1, al establecer:  
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… En todas las medidas concernientes a los niños que tomen 

las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los 

tribunales, las autoridades administrativas o los órganos 

legislativos, una consideración primordial a que se atenderá 

será el interés superior del niño…; la citada disposición 

concuerda claramente con el dispositivo del artículo 78 de la 

Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, que 

remite de manera expresa a esta Convención al establecer que: 

“…Los niños, niñas y adolescentes son sujetos plenos de 

derecho y estarán protegidos por la legislación, órganos y 

tribunales especializados, los cuales respetarán, garantizarán y 

desarrollarán los contenidos de esta Constitución, la 

Convención sobre los Derechos del Niño y demás tratados 

internacionales que en esta materia haya suscrito y ratificado 

la República… 

 

En este mismo orden de ideas, es menester hacer una breve referencia a la 

Ley Orgánica para la Protección del Niño, Niña y del Adolescente, la cual, con 

relación a la guarda, a la obligación alimentaria y al régimen de visitas, dispone, 

en sus artículos 360, 375 y 387, lo siguiente:  

 

Artículo 360: En los casos de demanda o sentencia de divorcio, 

separación de cuerpos, o nulidad de matrimonio o si el padre 

y la madre tienen residencias separadas, éstos decidirán, de 

mutuo acuerdo, cuál de ellos ejercerá la guarda de los hijos de 

más de siete años. Los hijos que tengan siete años o menores, 

deben permanecer con la madre, excepto el caso en que ésta no 

sea titular de la patria potestad o que, por razones de salud o 

de seguridad, resulte conveniente que se separen temporal o 

indefinidamente de ella… Artículo 375: El monto a pagar por 

concepto de obligación alimentaria, así como la forma y 

oportunidad de pago pueden ser convenidos entre el obligado 

y el solicitante. En estos convenios debe preverse lo 

concerniente al incremento automático del monto fijado y los 

mismos deben ser sometidos a la homologación del juez, quien 

cuidará siempre que los términos convenidos no sean 

contrarios a los intereses del niño o del adolescente. El 

convenimiento homologado por el juez tiene fuerza ejecutiva. 

Artículo 387: El régimen de visitas debe ser convenido de 
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mutuo acuerdo entre los padres, oyendo al hijo. De no lograrse 

dicho acuerdo o si el mismo fuese incumplido reiteradamente 

afectándose los intereses del niño o adolescente, el juez, en 

atención a tales intereses, actuando sumariamente, previos los 

informes técnicos que considere convenientes y oída la opinión 

de quien ejerza la guarda del niño o adolescente, dispondrá el 

régimen de visitas que considere más adecuado. Dicho 

régimen puede ser revisado, a solicitud de parte, cada vez que 

el bienestar y seguridad del niño o adolescente lo justifique, 

para lo cual se seguirá el procedimiento aquí previsto. 

 

De lo expuesto, esta Sala observa, tras un minucioso examen del 

contenido de la sentencia objeto de esta solicitud de exequátur con relación al 

menor, que lo dispuesto a este respecto no atenta contra principios esenciales del 

orden público venezolano, protegido expresamente en el artículo 5 de la Ley de 

Derecho Internacional Privado, en consecuencia, esta Sala concluye que lo 

dispuesto a este respecto, reúne los requisitos establecidos en el artículo 53 de la 

Ley de Derecho Internacional Privado en concordancia con el artículo 5° eiusdem.  

Una vez verificado que la sentencia extranjera objeto de la presente 

solicitud de exequátur, reúne los requisitos establecidos en el artículo 53 de la 

Ley de Derecho Internacional Privado con respecto a la disolución del vínculo 

matrimonial, más no así, en relación con lo dispuesto en la Ley de Derecho 

Internacional Privado con respecto a los bienes inmuebles; en virtud de las 

consideraciones que anteceden, debe esta Sala reconocerle, de conformidad con 

lo dispuesto en el artículo 54 de la Ley de Derecho Internacional Privado, eficacia 

parcial a la sentencia dictada por el Tribunal de Circuito de la Undécima 

Circunscripción Judicial en y para el Condado de Dade, Florida (División de 

Familia) de los Estados Unidos de América en Fecha 16 de Marzo de 2009, con 

excepción expresa de lo atinente a lo dispuesto con relación a los bienes 

inmuebles situados en la República Bolivariana de Venezuela.  

Finalmente debe señalarse que, a pesar que la interpretación judicial como 

teoría ha avanzado, lo paradójico es que en la práctica judicial del foro local, 
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sigue anclada en el paradigma ius–positivista, en el que prima la visión legalista–

dogmática fundada en la sinonimia medular entre Derecho y Ley.7 

 

CONCLUSIONES 

Primero: El pase de las sentencias dictadas por Tribunales extranjeros, en materia 

civil y mercantil solo puede concederse cuando se cumplan con los requisitos de 

procedencia exigidos por la ley venezolana.  

Segundo: Cuando una sentencia no cumpla en su totalidad con los requisitos 

exigidos por la ley venezolana, se puede conceder eficacia parcial de la misma. 

Tercero: El estado venezolano se reserva de manera exclusiva jurisdicción 

cuando la misma verse sobre derechos reales que recaigan sobre bienes 

inmuebles situados en el territorio de la República Bolivariana de Venezuela.  

Cuarto: El orden público interno limita la autonomía de la voluntad, en tanto que 

el orden público internacional limita la aplicación del Derecho extranjero. 
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